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Resumen
La presente ponencia se inserta en una investigación sobre el Programa Nacional “Recuperar Inclusión” de prevención y asistencia a los “consumos problemáticos”. En este marco pretendemos analizar los debates parlamentarios que tuvieron lugar en el Congreso Nacional entre los años 2012 y 2014 en ocasión de sancionarse la ley N.º 26.934 de creación del Plan Integral para el Abordaje de los Consumos Problemáticos (I.A.C.O.P). Se revisarán las versiones taquigráficas de las sesiones buscando desentramar distintas dimensiones del proceso de discusión desarrollado en el recinto legislativo en torno a la cuestión de los “consumos problemáticos”. Pretendemos explorar los distintos posicionamientos surgidos en torno a dicho asunto: el modo en que es definido por los legisladores, la clase de sujetos con que lo vinculan, las teorías causales a las que se recurren para explicarlo, los significados acerca de lo que significa solucionar la cuestión y de cómo se lograría dicho propósito. 

En el marco de estos objetivos nos proponemos, más específicamente, demostrar que bajo el rótulo de “consumos problemáticos”  subyacen varias significaciones identificables que empañan el análisis de los posicionamientos surgidos en el debate parlamentario. Caracterizaremos, a su vez, la postura del bloque Frente para la Victoria y su relación con el “discurso kirchnerista” a la luz de su contraste con las intervenciones de otros legisladores. Por último, explicaremos los cambios surgidos en torno a las significaciones otorgadas a la norma por parte de los legisladores a partir de las modificaciones del contexto parlamentario.
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Introducción
El trabajo aquí presentado forma parte de una investigación de grado sobre el Programa Nacional “Recuperar Inclusión” de prevención y asistencia a los “consumos problemáticos”. El mismo fue celebrado en el año 2013 entre el Ministerio de Planificación, el Ministerio de Salud y la Secretaría de Programación para la Prevención de la Drogadicción y la Lucha contra el Narcotráfico (SE.DRO.NAR). Se trata, en  términos generales, de un política que se presenta como novedosa en tanto aborda los consumos de sustancias socialmente problematizados desde un enfoque “integral” y “multicausal”, basado en los principios de la Salud Comunitaria y con “anclaje territorial”, focalizado en los sectores más vulnerables de la sociedad y, en tal sentido, hace eje en la “inclusión social” como mecanismo que soluciona de la cuestión que atiende
. 

Dicha investigación pretende adentrarse en el complejo proceso social desarrollado en relación a la discusión, elaboración y diseño del Programa y de su marco normativo, y analizar su implementación específica a partir de un estudio de caso de uno de sus dispositivos asistenciales. En dicha exploración nos proponemos identificar los diversos actores involucrados, analizar sus respectivos posicionamientos ante la cuestión de los “consumos problemáticos” y su impacto en la implementación de la política estatal.

La ley N.º 26.934 de creación del Plan Integral para el Abordaje de los Consumos Problemáticos (I.A.C.O.P) constituye una norma importante para el Programa ya que propone regular los múltiples aspectos de las intervenciones, tanto estatales como privadas, en relación a dicha cuestión. Por otra parte, numerosas publicaciones institucionales de la SE.DRO.NAR enmarcadas en el Programa citan la ley y la adoptan como prisma para comprender y abordar los “consumos problemáticos”
 . A pesar de esto su reglamentación aún está pendiente.

La ley de creación del Plan I.A.C.O.P fue aprobada por unanimidad en ambas Cámaras entre los años 2012 y 2014. Como bien anticipa su nombre, la norma prevé la creación de un plan que regule a nivel nacional las intervenciones, tanto públicas como privadas, en materia de “consumos problemáticos”. Establece, en este sentido, tres ejes de regulación: “prevención”, “asistencia” e “integración”. En relación al primer punto, se destaca la creación de “Centros Comunitarios de Prevención de Consumos Problemáticos”. En cuanto al segundo, es relevante la incorporación de las prestaciones para la cobertura de los “consumos problemáticos” en el Programa Médico Obligatorio (PMO), volviéndose preceptiva esta asistencia para todos los servicios de salud. Por último, propone la creación de “dispositivos de integración” que tendrían por objetivo promover la finalización de la educación media y la inserción al mercado laboral de quienes sean asistidos por “consumos problemáticos”. 

La norma reproduce, con mínimas modificaciones, el proyecto presentado por el Diputado por el Frente para la Victoria (al momento fuerza mayoritaria en la Cámara) Horacio Pietragalla, el 22 de agosto del 2012. Luego de su paso por las comisiones de Prevensión de las Adicciones y Control de Narcotráfico, Salud y Acción Social y Presupuesto el mismo fue publicado en el Orden del Día N.º 1251 como dictámen de mayoría en conjunto con dos dictámenes en minoría. Éstos toman como antecendente al menos otros diez proyectos que proponía planes similares. Su comparación excede los propósitos del presente trabajo.

Mas bien, en esta ponencia pretendemos comenzar a explorar los distintos posicionamientos surgidos en torno a los “consumos problemáticos” en el Congreso Nacional al momento de sancionarse la ley en cuestión. En pos de este objetivo analizaremos los debates parlamentarios buscando comprender de qué modo es definida la cuestión de los “consumos problemáticos”, con qué tipo de sujetos se la vincula, a que teorías causales se recurre para explicarla, qué significa solucionar el asunto y como se lograría dicho propósito. Caracterizaremos, a su vez, el posicionamiento del bloque Frente para la Victoria y su relación con lo que ha sido denominado el “discurso kirchnerista” a la luz de su contraste con las intervenciones de otros legisladores. Por último, explicaremos los cambios surgidos en torno a las significaciones otorgadas a la norma por parte de los legisladores a partir de las modificaciones del contexto parlamentario.
El corpus principal a examinar se encuentra constituido por transcripciones taquigráficas de los debates parlamentarios e inserciones de discursos sucedidos en  la Sesión Ordinaria especial de Cámara de Diputados del 14 de noviembre de 2012 y en la Sesión Ordinaria que tuvo lugar dos años después en el Senado, el 30 de abril. Se revisaron, a su vez, los fundamentos del proyecto de ley presentado por el diputado Pietragalla, las intervenciones en la reunión plenaria de las comisiones de Salud y Deporte, Trabajo y Previsión Social y de Presupuesto celebrada en el Senado como también el propio texto de la ley N.º 26.9343.

Se accedió a los materiales a través de la página web de la Honrable Cámara de Diputados de la Nación, del Honorable Senado de la Nación y del Boletín Oficial de la República Argentina. 
Enfoque conceptual
Este trabajo no considera a los “consumos problemáticos” como algo definible con objetividad y que preexiste a la acción de los actores. Sino, más bien, los comprende como un asunto problematizado cuya definición es resultado de un proceso social. Es decir, en términos de Oszlak y O´Donnell (1995), se trata de una cuestión en torno a la cual se libera un proceso de interacción, alianza y confrontación entre distintos actores (individuos, partidos políticos, unidades estatales, y, en términos oficiales, el propio Estado, entre otros) ubicados en un sistema de poder que se posicionan frente a ésta produciendo diversas denominaciones y definiciones del asunto, teorías causales, concepciones sobre su solución y elaboración de medios para lograr la misma. Para estudiar dicho desarrollo es necesario tener en cuenta que aquellas interacciones “(…) no sólo son `objetivas´, en el sentido de que su estudio pueda limitarse al registro de comportamientos; incluyen también una dimensión subjetiva, referente a cómo cada actor define (y redefine) la cuestión y percibe la toma de posición de otros actores” (Oszlak y O´Donnell, 1995: 118). Esa dimensión, de producción subjetiva de definiciones y significados sobre la cuestión, constituye nuestro objeto de estudio.

Con esta perspectiva nos disponemos a estudiar “el Estado desde adentro” (Bohoslavsky y Soprano, 2010). Renunciando a entenderlo como un actor unívoco, lo concebimos como un escenario en donde se sintetizan tanto múltiples presiones exteriores (regionales, partidarias, internacionales, profesionales) como tensiones intra-estatales a la hora de la construcción y ejecución de las políticas. 

A través de éste prisma pretendemos analizar los debates parlamentarios sobre la cuestión de los “consumos problemáticos”. El recinto legislativo constituye una unidad estatal intrínsecamente heterogénea, naturalmente atravesada por acuerdos, enfrentamientos y discusiones, donde actores colectivos expresan múltiples posicionamientos pero cuyo funcionamiento coordinado entre ellos es decisivo en la determinación del posicionamiento formal del Estado ante una cuestión. 

El Poder Legislativo constituye un ámbito de acción representativo de la ciudadanía en su conjunto y, por ende, allí tiene lugar una “(…) escenificación mediada del debate de la opinión pública (…)” (Balsa, 2013: 108), sobre la cual se erige su legitimidad. Simultáneamente, las intervenciones que suceden en aquel espacio poseen una posición autorizada que produce significaciones capaces de influir sobre otros espacios sociales. La misma se funda en la objetividad, la abstracción y los tecnicismos que hacen del discurso parlamentario una especie de emisión híbrida entre lo político y lo jurídico (Marafioti, 2007). A su vez, el estudio de los procesos de alianza y confrontación que tienen lugar en aquel escenario resultan una prvilegiada via de acceso a “(...) posturas entre diversos sectores políticos enfrentados, que permiten reconstruir posibles destinatarios implícitos de las políticas sociales.” (Ramacciotti, 2012). 
Un concepto ambiguo
Hasta aquí hemos llamado “consumos problemáticos” al asunto socialmente problematizado sobre el que versan los debates parlamentarios a analizar. Dicha decisión se funda en el título y cuerpo de la ley N.º 26.934, en donde queda plasmada esa noción como denominación oficial del Estado sobre la cuestión. La misma se define en el artículo N.º 2 de la norma: 
“(…) se entiende por consumos problemáticos aquellos consumos que -mediando o sin mediar sustancia alguna- afectan negativamente, en forma crónica, la salud física o psíquica del sujeto, y/o las relaciones sociales”
.

En el mismo apartado, más adelante, a dicha definición se le realiza una subdivisión expresando que:
“Los consumos problemáticos pueden manifestarse como adicciones o abusos al alcohol, tabaco, drogas psicotrópicas —legales o ilegales— o producidos por ciertas conductas compulsivas de los sujetos hacia el juego, las nuevas tecnologías, la alimentación, las compras o cualquier otro consumo que sea diagnosticado compulsivo por un profesional de la salud”.

De este modo parece detectarse, siguiendo los modos de referencia, dos aspectos distintos de la cuestión. Por un lado las “adicciones” un asunto relativo al consumo, en términos generales, de sustancias psicoactivas
. Por el otro, las “conductas compulsivas” relacionadas a un conjunto variado (y hasta indeterminado) de consumos, donde no existe uso de sustancias psicoactivas, y cuya determinación final queda bajo la autoridad del saber experto de la salud. 

La denominación y definición explicitada en la norma es retomada por varios legisladores de distintos signos políticos. Así por ejemplo, la senadora por la Unión Cívica Radical (UCR) Silvia Elías de Perez, presidente de la Comisión de Salud y principal impulsora del proyecto en la cámara alta afirmaba: 
“El proyecto en sí aborda integralmente el consumo problemático. Esto es muchísimo más que una adicción. (…) Por eso nos referimos no solamente a drogas lícitas o ilícitas, sino también al alcohol, al tabaco, a conductas compulsivas hacia el juego, los alimentos, las nuevas tecnologías, las compras, etcétera”.
 
De un modo similar, pero casi dos años antes, expresaba la multidimensionalidad de la cuestión la diputada Ivana Bianchi, del bloque peronista Compromiso Federal:“Celebro que hoy los diputados estemos reunidos tratando una temática tan importante como son los consumos problemáticos, entre ellos las adicciones.”

Ahora bien, en las intervenciones de otros legisladores, la noción de “consumos problemáticos” es utilizada de un modo diferente al establecido por la ley llegando, incluso, a condicionar su posicionamiento. Así se expresaba la senadora Graciela Di Perna del bloque peronista provincial Chubut Somos Todos al entender “consumos problemáticos” como sinónimo, en términos de la norma, de “adicción a drogas psicotrópicas”: 
“En lo conceptual tenemos algunas diferencias. Esta ley pone en marcha un plan estratégico de abordaje de los consumos problemáticos. Al decirlo de esta manera deja en evidencia que hay otro tipo de consumos que no son problemáticos. Nosotros consideramos que todos los consumos son problemáticos. (…) Es decir, creemos que el consumo es la consecuencia de la drogodependencia”
.
Una concepción igualmente reduccionista, es decir, haciendo hincapié sólo en uno de los planos propuestos por la definición de la ley, aunque en este caso en favor de los propuesto por la misma, la senadora Mirtha Luna del Frente para la Victoria manifestaba:“Esta novedosa definición de consumos problemáticos pone el acento en las personas y sus circunstancias que determinaron el consumo problemático, y no en las drogas”
.
Por último existe, si se quiere, una tercera acepción del concepto. El diputado del bloque  FPV, Horacio Pietragalla, quien fue el que presentó el proyecto de ley, llamativamente utiliza “consumos problemáticos” para referirse a lo que la ley llama “adicción a drogas psicotrópicas ilegales”.  Señalando una reorientación en las políticas públicas en relación a ese tipo de consumo problemático y, puede decirse, denominando la parte por el todo afirmaba:
“Como se decía al principio, se busca un cambio de paradigma en el abordaje a los sujetos con consumos problemáticos para pasar de una lógica represiva que los trata como delincuentes a una lógica preventivo-sanitaria, que los tratará como sujetos con problemas que necesitan de la ayuda y no de la represión del Estado”.
 

Con esto nos interesa llamar la atención sobre lo que el título del apartado anticipaba: la ambigüedad de la noción de “consumos problemáticos” en el debate parlamentario. La consecuencia principal de la misma es la multiplicidad de definiciones sobre el asunto problematizado. Bajo dicho rótulo desubyacen varias significaciones identificables cuyo nivel de diseminación en el Congreso es difícil de rastrear con precisión. Es decir, esta volatilidad conceptual empaña profundamente el análisis. En los casos en que las alocuciones no brindan elementos para interpretar la definición sobre el asunto, que por cierto son la gran mayoría: ¿a qué ser referían los legisladores cuando caracterizan a los “consumos problemáticos”?  ¿Tenían en mente la definición oficial del asunto o intervenían, como en los repasados, en alusión a consumos específicos? Lo aquí visto nos advierte sobre la imprecisión terminológica que caracteriza los discursos en torno a los consumos socialmente problematizados, sobre todo de sustancias (Slapak y Grigoravicius, 2007).

A su vez, esto que parece ser una lectura con innecesaria minuciosidad sobre el uso de la noción de “consumos problemáticos”, es en realidad una vía de acceso a las representaciones de los legisladores sobre el fenómeno que la ley que se sometía a votación en ese momento debía atender y, consecuentemente, los propósitos que la misma debía cumplir. El significado conferido a la noción de “consumos problemáticos” por las senadoras Di Perna y Luna, en representación de muchos otros, vislumbra que “la droga” configuraba en aquella instancia un asunto de preocupación medular en el debate parlamentario. Por su parte, el modo en que el diputado Pietragalla utiliza el concepto denota que concibe a la norma como parte de un proceso más amplio en el cual la descriminalización del “consumidor problemático” de drogas psicotrópicas ilegales es un objetivo central.

Más allá de estos interrogantes respecto a la definición de la cuestión de los “consumos problemáticos”, que las versiones taquigráficas por sí solas no nos permite responder, intentaremos ahondar en el resto de los aspectos que constituyen el posicionamiento de los legisladores. Para ello nos será ilustrativo indagar sobre las tensiones que se dieron entre los parlamentarios del bloque del FPV y de otros bloques sobre las teorías causales del asunto problematizado, qué significa solucionarlo y como se lograría ese objetivo.
Sobre causas y soluciones: tensiones específicas, acuerdos abstractos
Como se señaló anteriormente, los actores se posicionan ante una cuestión a partir de su definición, determinando “de qué se trata” la misma. Consideramos a los bloques legislativos como actores colectivos cuyos miembros, cohesionados en torno a ideas e intereses comunes, se posicionan de manera conjunta ante un asunto problematizado. De este modo, a continuación, nos proponemos analizar la postura del bloque Frente para la Victoria (FPV) y de otros bloques a la luz de las tensiones surgidas en el debate legislativo.

Las teorías causales proponen ideas sobre el origen de la asunto problematizado y son determinantes en el desarrollo de planteamientos sobre su solución. Como integrante del bloque  FPV, el diputado Pietragalla, abría su discurso expresando lo siguiente:
“Quiero decir que vengo de un barrio donde, lamentablemente, el neoliberalismo dejó una desocupación y una marginalidad muy grandes para muchos jóvenes que encontraron las adicciones muy cerca de la puerta de su casa y no hubo un Estado que respondiera y acompañara a la rehabilitación de muchos de ellos”.

Desde el análisis discursivo, quienes se han abocado al estudio de la denominada “discursividad kirchnerista”, han resaltado su carácter adversativo y el papel designado al “neoliberalismo” de la década del noventa en ese esquema. En este último, el pasado mismo, como parte de la interpelación a organizaciones que habían protagonizado los conflictos y movimientos en la sociedad  argentina de aquel entonces, devino en un “ellos” (en conjunto con los organismos multilaterales, “las corporaciones”, entre otros), enemigos responsables de las condiciones sociales negativas. Ese juego discursivo construyó un nuevo “nosotros” que coaligó en lo enunciativo al gobierno kirchnerista con un grueso del campo popular (Retamozo, 2013).

En sintonía con ello, a partir del extracto puede observarse cómo el orador construye una génesis del asunto problematizado en clave sociohistórica, fundamentada en un vínculo de proximidad que lo coloca como testigo de lo sucedido. La reconstrucción realizada del pasado reciente lo caracteriza como atravesado por los efectos sociales de las políticas económicas de la década del noventa. En ese escenario signado por el crecimiento de la pobreza es que tiene origen, en este caso, “las adicciones” como un fenómeno que condensó, especialmente para la juventud, las consecuencias de la ausencia estatal. De este modo, la teoría causal de la cuestión aquí expresada designa un rol determinante al “ellos” del pasado, formulación autorizada por la experiencia directa del orador con la situación social allí producida. 

Simultáneamente, aunque en alusión al campo específico del consumo de sustancias psicoactivas, este posicionamiento coincide con la caracterización realizada por Manzano (2014) sobre “la construcción del problema de la droga” en la Argentina post-autroritaria. La autora señala que, a diferencia de otros momentos de la historia nacional, entrada la década del ochenta este asunto pasa a ser concebido en estrecha vinculación con la pobreza y, por tanto, el tipo de políticas e instituciones creadas y los discursos y saberes autorizados emitidos lo comprendieron como un problema anclado principalmente en las clases bajas.  

En contraste, y para dotar de identidad a la pasada alocución, resulta interesante lo dicho por Silvia Elías de Pérez, senadora del bloque UCR:
“Un psicólogo decía la vez pasada que cuando uno se encuentra con un adicto, hay un hijo con una historia de vaciamiento, una madre que está deprimida, o un padre ausente, tomando a la figura del padre como la que pone la ley y marca los rumbos”.

Esta intervención se dota de autoridad retomando un enunciado experto del campo de la psicología y de ese modo comienza a circunscribir la cuestión dentro de la jurisdicción de ese saber. En cuanto a la explicación de su origen, hace hincapié en el entorno familiar del sujeto vinculado a la cuestión, nuevamente caracterizado como joven. Más específicamente puede observarse que la teoría causal basada en las condiciones sociales descrita anteriormente, contrasta con este posicionamiento que entiende al asunto como resultado de la falta de autoridad paterna y otras deficiencias propias del ámbito privado.

En estrecha relación con las ideas sobre la génesis del asunto socialmente problematizado se producen nociones sobre qué significa alcanzar su solución. Para exponer este aspecto del posicionamiento del bloque FPV retomamos nuevamente el discurso de Pietragalla, quien manifestaba que la norma tenía como objetivo
“(…) la inclusión en materia de educación y de trabajo de esas personas que se rehabilitan (...) una ley netamente integral que no sólo trata de rehabilitar a una persona, sino que también trata de insertarla en la sociedad”.

Como correlato del discurso adversativo se configura la refutación a los atributos designados al “otro” enemigo y, a su vez, la concepción sobre la resolución del asunto problematizado. Es decir, a la teoría causal basada en la “marginación” producida por el “neoliberalismo” se responde con la “inclusión” como ideal reparador. Esta lógica se entrecruza fuertemente con lo que Martinez (2013), desde el análisis del discurso,  ha denominado el “paradigma discursivo de los derechos” del kircherismo, desde el cual una enunciación progresiva de distintos derechos (como en este caso “educación” y “trabajo”) debe comprenderse como una reivindicación ante las vulneraciones sufridas durante los noventa.  

Con una perspectiva distinta a la recién repasada la diputada Cornelia Schmidt del bloque PRO planteaba: “Queremos una sociedad sana, y el tema de las adicciones necesita de políticas públicas claras relacionadas intrínsecamente con la salud”
. En esta intervención queda plasmada una representación de la solución basada en la noción de “salud”. Se trata de una expresión que gana significación en diálogo con la antes revisada, en donde el objetivo de una “sociedad integrada” cede lugar a la idea de una “sociedad sana”. De ese modo se desvincula la modificación de los condicionantes socioeconómicos como paso necesario para obtener la resolución del asunto problematizado, que queda circunscripto dentro del área de intervención sanitaria del Estado. 

Por último, respecto a las nociones surgidas en torno al “como”, es decir, a los procesos y medidas concebidos como necesarios para la obtención la solución presentada, existe en términos generales un acuerdo transversal sobre que la cuestión se resuelve mediante la intervención estatal. En este sentido son sumamente recurrentes intervenciones como la del senador Pablo Gonzalez del bloque FPV que manifestaba: “Yo también tengo mucho para decir porque esto es una política de Estado”
. En la misma sintonía, desde otros bloques se repiten alocuciones similares a la del diputado Fabián Peralta del bloque Frente Amplio Progresista (FAP) que afirmaba: “Lo que sí quiero dejar en claro es que a nosotros nos parece que el tema de las adicciones merece una política de Estado”
. Una expresión similar pudimos observar, más arriba, en la intervención de la diputada del bloque PRO en relación a la necesidad de “políticas públicas” vinculadas a la cuestión. 
Es decir, si bien se ha destacado la reivindicación del Estado como rasgo relevante de la discursividad kircherista (Retamozo, 2013; Martinez, 2013), aquí intentamos demostrar que, ante ésta cuestión particular, ese valor se haya ampliamente diseminado en el parlamento. De todos modos, cabe decir, que este tipo de descripción general sobre el modo de obtener la solución del asunto en debate no permite captar posibles desacuerdos subyacentes. Las versiones taquigráficas del debate no posibilitan profundizar en este sentido y así complejizar esta dimensión particular del posicionamiento de los actores.
La ley como medio: de la “despenalización” al “ marco operativo”
Como ya se ha dicho, comprendemos a la ley N.º 26.934 como el posicionamiento oficial del Estado ante la cuestión de los “consumos problemáticos”. Entendiendo que este asunto socialmente problematizado debe analizarse enmarcado, en primera instancia, en la trama intra-estatal en donde tuvo lugar, nos proponemos comenzar a explorar el contexto, al menos inmediato, en que la norma fue sancionada a la luz de las intervenciones parlamentarias de los diputados y senadores. Nos interesa demostrar que las razones que movilizaron las votaciones unánimes, tanto en la Cámara de Diputados en el 2012 como en el Senado en el 2014, respondieron a dos contextos dispares que le confirieron a la aprobación de la norma significaciones distintas. 

La media sanción por parte de la Cámara de Diputados tuvo lugar el 14 de noviembre de 2012. A esa fecha, y en gran parte motivadas por el llamado fallo Arriola
 del año 2009, se acumulaban en el Congreso Nacional diez proyectos de varios signos políticos que proponía una modificación relativa a los denominados “delitos de consumo” previstos por la ley de Estupefacientes
. Cabe destacar que la mitad de esas presentaciones se habían realizado en el mismo año en que la ley de creación del Plan I.A.C.O.P fue tratada en la cámara baja.

Sin adentrarnos en las especificidades de cada iniciativa
 nos interesa resaltar que al momento de la sanción de la norma se había instalado en el ámbito parlamentario un amplio debate sobre lo que se ha denominado la “despenalización” de la tenencia de estupefacientes para consumo personal. A su vez, la importante canitdad de proyectos presentados en ese mismo año denota los mútiples puntos de vista sobre cómo debía realizarse esa modificación. Es al calor de aquella intensa actividad legislativa que tiene lugar el debate de la ley N.º 26.934 y, de ese modo, la misma es concebida como parte de aquel proceso. 

El contexto descripto se hace evidente en las intervenciones de los distintos bloques de la Cámara de Diputados. El legislador Pietragalla del FPV manifestaba del siguiente modo no sólo que la norma que se votaba era producto de discusiones pasadas en torno a la modificación de la ley de Estupefacientes, sino que avanzaba en ese sentido al establecer el cese de la criminalización de, al menos, cierta parte de los consumidores de sustancias ilegales:
“A principios de año, con las jornadas de debate sobre la despenalización (…) sentimos que era prioritario actuar con un plan integral que abarcara esta problemática y que, por sobre todas las cosas, cambiara el paradigma de lo que era un Estado represivo con las personas que están en esa condición a un Estado preventivosanitario”
.
La diputada Victoria Donda Pérez del bloque FAP, en cambio, comprendía a la norma como una instancia impuesta, casi un pretexto, que una vez superada debía habilitar a la la despenalización de los “delitos de consumo” en tanto vehículo para contrarrestar la comercialización de sustancias ilegales: 
“(...)se dijo que una vez que avanzáramos en la sanción del plan de prevención y tratamiento de las adicciones, iríamos por la modificación de la ley de estupefacientes. Esa excusa ya no la tenemos; pongámonos de acuerdo en cómo combatir el narcotráfico, comenzando con la despenalización del consumo de estupefacientes”
.

Por último, para ilustar el carácter armonioso de la ley y el efecto sedante que, se suponía, debía tener sobre los enfrentamientos entre los distintos sectores políticos, resulta elocuente la intervesión del diputado del bloque Compromiso Federal y ex titular de la SE.DRO.NAR (1998-1999) Eduardo Amadeo:
“(…) hace seis meses esta Cámara ardía; estabamos divididos alrededor de la discusión de la despenalización. Los señores diputados tuvieron la inteligencia y la capacidad política de dialogar para transformar (...) negatividad en actitud positiva”
 
Más allá de sí la ley de creación del Plan I.A.C.O.P poseía o no propiedades despenalizadoras lo cierto es que la discusión previamente descripta tiñó su debate en el parlamento. Cabe preguntarse sí el apoyo unánime que la ley recibió por parte de los diputados no responde a una necesidad de encontrar un acuerdo ante tanta aparente desunión por la modificación de la ley de Estupefacientes. Es decir: ¿hasta qué punto la media sanción a la ley de creación del Plan I.A.C.O.P no configuró una válvula de escape ante la imposibilidad de avanzar en la despenalización? 

Casi dos años después, en abril de 2014, la ley de creación del Plan I.A.C.O.P se sometió a votación en el Senado. Los motivos de su estancamiento en el tránsito parlamentario escapan a nuestro conocimiento, pero la razón de su reactivación y posterior sanción, queremos demostrar, responden a una reconfiguración de su propósito, repercutiendo en el significado que adquirió entre los legisladores.

Días antes de su tratamiento en la cámara alta, se presentó en reunión plenaria de comisiones el Secretario de la SE.DRO.NAR Juan Carlos Molina para defender el proyecto. Este acto demostraba el interés de otros actores intra-estatales, relativos al Poder Ejecutivo, en la aprobación de la norma. Entre los primeros comentarios que realizó el Secretario resalta una concepción de la ley como instrumento operativo necesario para algo ya en desarrollo: el Programa “Recuperar Inclusión”. Él expresaba:
“¿Nos favorece la ley a nosotros? Sí, nos ayuda un montón. Primero, porque enmarca lo que ya estamos trabajando. Me refiero a que nos da un marco legal a lo que hemos propuesto, al lanzamiento que hizo la presidenta el otro día (...)”
.
Esta significación en torno a la ley y su propósito se tradujo en la Cámara de Senadores en un argumento plausible para su aprobación que atravesó todos los bloques. Tal como lo demuestra la intervención de la senadora Liliana Fellner del FPV, la operatividad de la norma se esgrimió como medio para contrarrestar oposiciones a su contenido:
“Creo que todos sabemos que un proyecto es perfectible. Pero me parece que hoy tenemos que dar este paso importantísimo. Debemos dar a la Sedronar el contexto que necesita para abordar estos temas (…)”

La senadora Graciela Di Perna del bloque Chubut Somos Todos también comulgaba con ésta noción instrumental:
“Nosotros estuvimos en la audiencia a la que asistió el padre Molina. Él remarcó que esta ley, de alguna manera, le da un marco a lo que ya se está trabajando. Es decir, consideramos que es importante en el aspecto operativo
.”
El modo instrumental en que la normativa fue representada en las intervenciones parlamentarias de este momento reemplazó, luego del paso del tiempo y con la modificación de contexto inmediato, su vinculación con el debate en torno a la modificación de la ley de Estupefacientes. Así, las actitudes tomadas por otras unidades estatales se trasladaron al recinto legislativo reanimando al proyecto y nutriéndolo de un nuevo significado. 
Reflexiones finales
En este trabajo se intentó explorar, a partir de versiones taquigráficas de las sesiones parlamentarias, distintas dimensiones del complejo proceso desarrollado en el Congreso Nacional en relación al debate y sanción de la ley de creación del Plan I.A.C.O.P, texto que condensa en posicionamiento oficial del Estado ante la cuestión de los “consumos problemáticos”. Al no poseer éste análisis un carácter concluyente parece interesante utilizar este último apartado para plantear algunos interrogantes y reflexiones generales sobre los tres anteriores

La variedad de significados otorgado por los legisladores al significante “consumos problemáticos” nos llevó a problematizar su uso e intentar indagar sobre las ideas veladas tras cada aparición en las intervenciones. Resultó necesario pues nos permitió comprender las múltiples definiciones acerca del asunto que allí se problematizaba, lo que los parlamentarios preconcebían que en ese momento era materia de debate. 

Una imprecisión terminológica similar suele ocurrir con un concepto muy usado en el debate parlamentario: “droga”. Una noción amplia, que según la Organización Mundial de la Salud (1974), refiere a cualquier sustancia que intervenga en el proceso salud-enfermedad, pero que coloquialmente es usada como sinónimo de sustancia ilegal. En el caso de esta palabra, cuando hablan los legisladores: ¿a qué definición suscriben? De la respuesta a esa pregunta, el posicionamiento adoptado gana significado.

En cuanto a lo que se planteó en relación a teorías causales y significaciones sobre la solución del asunto creemos que demostramos una doble tensión: por un lado, una hipótesis de origen basada en los condicionantes socioeconómicos enfrentada a otra fundada en factores de la vida privada familiar y, por otro, una idea de la solución vinculada a “la inclusión social” contrapuesta a otra más concentrada en el aspecto sanitario. Nuevamente la fuente limitó nuestro intento de profundizar sobre los modos de resolver la cuestión, aunque es probable que la precariedad del debate parlamentario haya hecho lo propio. Este panorama nos llevó a hablar de tensiones específicas y acuerdos abstractos.

En el último apartado se intentó comenzar a explorar y comparar algunos aspectos de los diferentes contextos intra-estatales que enmarcaron las sesiones. Quisimos mostrar que ciertas modificaciones contextuales inmediatas resultaron en un cambio de significación sobre la ley en sí en el ámbito parlamentario: en el 2012 su discusión se insertó en el debate por la despenalización mientras que en el 2014 la función instrumental del proyecto fue el factor que dirimió enfrentamientos respecto a su contenido. Como se señaló más arriba la explicación sobre el significativo espacio-temporal entre una sesión y la otra queda abierta a indagación. A su vez, resta indagar con mayor profundidad sobre la participación de actores externos al Estado en cada momento.
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